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1. INTRODUCCIÓN 

Es ampliamente conocido, y así lo advierte expresamente el 
preámbulo del Convenio CIADI,1 que la mera ratificación, 
,. Conocida también como "Convenclón tlc W.lshington" o ",estD Conn'nI;vn" en ingles, la cuul entro 

en vigencia el 14 de uctubre de 1966. con la mlificación de 20 ESlados. )-Iasta el 7 de enero de 2010. 
144 Estados han ntlific:uJo esta Convcndón. 
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aceptación o aprobación de este Convenio no constituye una 
obligación por parte de los Estados de someter diferencia algu-
na a conciliación o a arbitraje. El consentimiento por parte del 
Estado al arbitraje CIAD! no es automático, sino que depende 
de una ulterior manifestación escrita de voluntad.2 

El Informe de los Directores Ejecutivos del Convenio CIAD! 
establece que el consentimiento escrito de las partes no necesa-
riamente debe constar en un mismo instrumento.3 También acla-
ra dicho informe que el Estado puede ofrecer su consenti-
miento en su legislación de promoción de inversiones y el inver-
sionista, por su parte, puede manifestar el suyo mediante la 
aceptación de dicha oferta de arbitraje.4 

A partir de la década de los años 90, y con la proliferación de 
más de 2.600 Tratados Bilaterales de Inversiones ("TBIs"),5 la 
oferta abierta de arbitraje contenida en los TBIs se ha convertido 
en la forma más común en que los Estados manifiestan su con-
sentimiento al arbitraje de inversiones.6 

Hasta hace apenas unos años, la naturaleza y alcance del 
consentimiento Il1Iilateral del Estado y su eventual revocatoria 
sólo parecían tener una importancia académica. Sin embargo, en 
mayo de 2007, Bolivia se convierte en el primer Estado en la his-
toria del Convenio CIADI que lo denuncia,7 seguido, dos años 
más tarde, por Ecuador.8 

2. Aunque el consentimiento de las partes constituye un requisito previo esenciol paro la jurisdicción del 
CIADI, el mero consentimiento no es suficiente. Se e,;igcn tambicn requisitos "rol;on,,' mal,,'-
riac", "rnlionc pcrsonac" e incluso "rotionc lcmporis', Ibídem' 25. Véase tambicn MEZGRAVIS, 
Andrés, "Los Im''Crsion,,'s pClrolt.'ros y d arbitmjc CIADr, Academia de Ciencias Politieas y 
Sociales, Serie Ew:nlos J 8, Corneas 2005. pp. 374 Y ss. 

3. Vcasc Infonne de los Direclores Ejecutivos. 
hllp:iiwww.worldbank.oq;licsidlhasicdoc-spnlpartB- scclion05.hlmlUl2 pñrrnfo 24. 

4, Ibídem. 
5. Al respecto. hllp·¡/www.investmentlrealynews.orgl 
6, PAULSSON, Jan. "Arbitnttion Wilhout Privity", En: lCSID Rewiew. Vol. 10. Numbcr 2. Fall 1995. 
7. En esa misma época los Presidentes de Venezuela y Nieara1;ua. atendiendo el llamado que les hacia 

el Presidente de Bolivia como miembros del ALBA. amenazaron con retirarse del CIADI. No obst¡¡n-
le, Venezuela sólo OplÓ por notific:tr el 30 de abril de 2008 la tenninación del TBI con el Reino de 
los Países Bajos. la cual se hizo cfecliva a ¡rortir del 1 de novicmbre de 2008. De confonnidad con el 
articulo 14(3) de ese TBI, su duración sc extendió por 15 años para las ¡m'ersiones realizndas antes 
de la fecha de la tcnninnción. Cabe destacar que Venezuela ha ratificado mús de 20 TBIs que contem-

372 REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 



AudrJ's A. Mrzgrnvis 

A raíz de la denuncia de Bolivia, se han publicado diversas 
opiniones sobre la interpretación del artículo 72 de dicho 
Convenio, el cual regula los efectos del "consentimiento" a la 
jurisdicción del CIADI manifestado antes de que la denuncia del 
Convenio se haga efectiva.9 

En algunos de esos trabajos se pueden apreciar importantes 
discrepancias en torno a la naturaleza, alcance y efectos del 
consentimiento unilateral del Estado. 

Por otra parte, las decisiones de los Tribunales CIADI no 
han sido uniformes en cuanto al estándar de interpretación del 
consentimiento. Algunos tribunales han combinado los criterios 
de interpretación de los tratados con los criterios de interpre-
tación de las leyes domésticas. 

Semejante metodología mixta de interpretación pareciera 
omitir algo que en nuestro criterio es fundamental. Al igual que 
en los arbitrajes comerciales, en los arbitrajes de inversiones el 
acuerdo de' arbitraje también configura un contrato que es autó-
nomo e independiente del instrumento que 10 contiene. Es por 
el\o que consideramos que el acuerdo de arbitraje, conforme a su 
propia naturaleza que no cambia porque se refiera a un arbitra-

plan elnrbitraje CIADI como mecanismo de resolución dc controversias. algunos de ellos ratificados 
por el propio Pn.-sidcnle Chavez. En el n:ciente TBI celebrado entre Venezuela y Rusia se opiO por el 
arbitraje confonnc a las reglas de UNCITRAL o confonne a las reglas dellnstilulo de Arbitraje de la 
Cámara de Comercio de ESlocolmo, Véase Gaceln Oficial N° 39,191. del 2 de junio de 2009, 
Asimismo. MEZGRAVIS Andrés, "Eltpropiaciones. Nacionalizaciones y el Derecho Inlemncionlll", 
En Ámbito Jurídico. julio de 2009. p, 12. 

R. Ecuador notificó su denuncia el 6 de julio de 2009, la cual, de confonnidad con el articulo 71 del 
Convenio. produjo ereclo scis meses después de su recibo. es decir el 7 de enero de 2010. Cabe tuJver· 
tirque yn el4 de diciembre de 2007. Ecuador, de confonnidad con el articulo 25(4), había retirudo su 
consentimiento de someter a la jurisdicción del CIADI las controversias relativas alaprovechamien-
to de rcCUr50S naturolcs. tales como petróleo, gas., minerolcs y otros . 

9 , De confonnidad con el articulo 71 : "Todo Estnoo Contr.Jwntc podrJ dcnuncj;Jr Loste COnl'cnio 
m(.·dianlc notific.1c;ón (.·SCrit3 din'gida al d(.'positan'o dd mismo, La denuncia producirá efecto seis 
meses después del recibo de dicha (Énfasis nuestro), Por su p3rtL', d al1ículo 72 !:St.1· 
bIL.'cc: "Las notificaciones de un Estado Controtantc: hL'CIUlS al amp.1r'O de los Artículos 70 y 71 no 
afecto1r.ín a los dcn.'Chos y obligacion(.'S. eonfonm' 01 L'SEL' Com'cnio. dI..' dicho sus subdi\'isio--
tk..OS poJitic:Js u org3nismos pUblicas, o d(.· las nucionaks de dicJ¡o Estado nacidos del coosenlim.iento 
_ l_jurisdicción del Ccntro dado por '1/guno de dios con Unlcriorid.1d al recibo de dic1JU notificacion 
por d d(.·posit.1rio", (Énfasis nuc.o;trv) 
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je de inversiones, debe ser interpretado según los principios 
internacionales de interpretación de los contratos. 

2. IMPLICACIONES PRÁCTICAS 

La importancia del estudio de la naturaleza y alcance del 
consentimiento unilateral del Estado al arbitraje de inversiones, 
así como su eventual revocatoria, ha ido paulatinamente adqui-
riendo mayor relevancia. Estados como Jamaica, Egipto, Túnez 
y Kazajstán modificaron o revocaron sus ofertas de arbitraje con-
tenidas en sus leyes nacionales. A las denuncias del Convenio 
CIADI por parte de Bolivia y de Ecuador antes mencionadas se 
suman las amenazas de estos mismos Estados de denunciar o 
revisar los TBIs celebrados.10 De allí que surge la interrogante 
respecto al acceso a la jurisdicción del CIADI en los casos en que 
los inversionistas, si bien no habían aceptado la oferta de arbitra-
je para la fecha de la correspondiente reforma legal, o la fecha de 
la notificación de la respectiva denuncia, sí habían realizado sus 
inversiones con anterioridad a dichos eventos. l1 

Por otra parte, está el caso de Venezuela, que si bien no ha 
denunciado hasta ahora el Convenio CIADI, su Tribunal 
Supremo de Justicia, en una controvertida decisión de su Sala 
Constitucional (N° 1541) del 17 de octubre de 2008,12 declaró 
10. En efecto. el 8 de mayo de 2007, el Embajador de Bolivia paro Asuntos de Comercio e Inlegr"dón 

anunció que el siguiente paso seria revisar y renegodar cada uno de los 24 TBIs ratificados por 
Bolivia. hup:llwww.rebclionorglnoticiaSl2007S .S0729 ¡xIf Al parecer. 19 de los 24 TBls reCOll(K:en 
al CIAD) cumo instancia arbitral valida poIr3 rt.'Solver controversias entre el Estado Boliviano y los 
inversionislas. Por su parte, el Presidente COrTea, de Ecuador. manifestó púhlicamenle su voluntad 
de denunciar todos los TBIs. pero luego presentó una solicitud al Presidente de l::l Asamblen 
Nacional en la que sólo exhortaba la denuncia de los rBls con Alemania. FranCia. rinlandin. Suecia. 
Canada. China. Inglnterr.!. e Irlanda, I 101aOOa. A'tentina. Chile, Venczuela. Suiza y Estados Unidos. 
hup larcd.netlnoticia/nuevo-acto-sobcmnin .ccwtdor -dcnunci3-c iadi COHosn. G-sar. 
"Tlte Futun: cm ;ntcm.1tional (/rhitrnlion In Ecu:ldor: tllC boome..'ranc cffl..'Ct': En. Arbitrntion News. 
IBA. Vol. IS. N° l. Mnrch 2010. pp. 171 Y ss. 

11 _ MEZGRAVIS, Andres. "Expropiaciones, Nacionnlizactone'i y el Dcrecho Internacional". En Ámbito 
Jurídico. julio de 2009, p. 12. 

12. Esl::l decisión eonto con el volo salvado de uno de los magistrado!i Comentarios favorablcs sobre el 
apone de esta sentencia al arbitr.1je comercial pucden verse en ANZOl.A, EJoy. "Luces desde 
Venezuela: In administración dCJusticiu no es monopolio exclusivo dcl Estado", EN. Revista Españoln 
de Arbitmje. 2009, 
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que el artículo 22 de la Ley de Promoción y Protección de 
Inversiones venezolana de 1999 ("Ley de Inversiones")13 no con-
tenía una oferta abierta de arbitraje, pues ésta, a su juicio, debe 
ser clara e inequívoca.14 Sobre el particular, la doctrina mayorita-
ria se ha pronunciado a favor de la tesis de que el referido artí-
culo 22 sí configura una oferta abierta de arbitraje.15 Varios casos 
actualmente pendientes contra Venezuela tienen que pronun-
ciarse sobre este asunto. Ya el Tribunal Arbitral en el caso Mobil 
Corporation v. Venezuela consideró que dicho artículo no configu-
raba dicha oferta, pero reconoció las enormes dificultades que 
han tenido los tribunales CIADI al precisar el estándar de inter-
pretación aplicable al consentimiento del Estado contenido en 
una legislación nacional o en algún otro acto unilateral del 
Estado.16 

\3. No. 356 tle fecha 3 de octubre tle 1999, Gacela Oficial NI> Exl. 5.390. 
14. Similar situ3ción ocurrió con la Repúhlica Kirguisa, cuando Pelrobarr inició un arbitrnje UNCI. 

TRAL contra su gobierno y este tres meses dcspues promulgó una Ley de Inlerpretación de las 
Inversiones Extmnjer.ls y solicitó a sus cortes Judkialcs declarar que Pelrohan no habia realiz:ldo 
una inversión en dicho país. Pam un resumen de l..'Ste I;aso vease RIPINSKY, Scrgey y WILLlAMS. KcvIR. 
En: hUp://w\\'\v.biic1.orglfih:s!3912_2005 yctrobart _ v ):yrgyz_ rcpublie.pdf 

15. A favor de que el artículo 22 de la Ley de Inversiones vcnezoll1na contiene una ofert3 abierta de 3rbi· 
traje: Wcmer L. CORRAL.lS. Marta R¡VlRA, Algunas 1t}(,';IS Sobre: El Nuel'CJ Rf.lgimctl Dc Promoción y 
ProlL'cción DL' In\'f.'(s;onf.'.c; f.'" VenL·zuf.'la. en La OMe Como Espacio Normativo Un Reto Para 
VellCzuela, 2000. Cabe oovcrtir que CORRALES fue uno de los proyl.'Ctislas de la referida ley 
Adicionalmente, ÁlVARt.:Z ÁVILA. Gabrielu; Las earaclcrislicas del arbitraje CIAD!. Anuario 
Mexicano de Derecho Internacional. Volumen 2, Universidad Nacional Autónoma de México, 2002. 
p. 212. Nota 23, MI!ZGlV,vIS, Andrés, Las lnversionl.'5 Pelm/cros en Vem:zuela y El Arbitrnjf.' linte el 
CIADI. en Arbilmje Comercial Interno e Internacional - Rcnexiones Teóricas y Experiencias 
Prilcticas, 2005. LlMENtz, Guillnumc, Slatc 10 ICSID Arbitrolion: Arrie"" 22 uf Ihe 
VCllezuel:m 100'1.'Slmenl Lal\', 4 TMD. June 2007. Issue 3, en 6, 8; M O NOlAN and I:.G 
SOURGENS, lllf.' Inte1p/ay belu'een StDtc Consenl tu ICSID Arbitrot;on and Denunclatíon (lf dtf.' 
ICSID CoO\'ention· rile (Possible) Venezuela Case Study, TDM. Septiembre 2007, p 49, 

Eugenio, Protección de Inversiones en Veneluelll. DceITA. 2005, pp. 
BUWER-CA'tlAS, Allan, Algunos Comentarios ti la Lf.')' de Promuc;ún y PmlL'Ccion th: lnwrs;onf.'s: 
Contr.Jlos Públicos y JunsdicciúlJ. En: Arbitraje Comercial Interno e Internucional • Renexiones 
Teóricas y ExperienciDs Pr.kticas 279. 2005; Muel. Jase Antonio. El Derecho Administrativo Global 
y los Trdtados Bilalerdles de Inversión, 2007. pp. 213. 15, TORRt:ALIIA. J, G .. la Promoción y 
Protección de las Inversiones ExtrdnjerJS, 200R, p. 127 TCJlRA. V. "Do Municipallnvestmcnt Latvs 
Altvays Conslitule a Unilateral OlTer lo Arbilr.Jte·! TIle Venezuelan lnvcstmcnt l.aw: A Case Smdy, 
2009, p. 101. En contm, aparte de la controvertida senlencia de la Sala Constitucional del Tribunol 
Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela NI> 1541 del 17 de uctubre de 200B, 
GARcJA BoLlvAR. Omilr, en OGUMID; ANZOLA, Eloy, "Luces desde Venezuela: la administmción de 
justicia no es munupoliu exclusl"'O dellZslado", En: Revisla Española de Arbitraje, 2009, Iguulmenle 
WEININGER. Bernaruo en conferencia del CEDCA. Car.lCus, 2009 http://www,ciercorgtCIERC. 

16. Mobil Curpomtion alld otltcrs v. Boliwm·;m Rf.'publif.' uf Venezuela (ICSID Case No ARB/07 r27l, 
Dccision on Jurisdiction (June 10,2010), paras. 76.77 y 84 
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La determinación del estándar de interpretación tiene tras-
cendentales consecuencias. Aplicar a los acuerdos de arbitraje 
CIADI las reglas de interpretación contractuales podría generar 
conclusiones muy diversas a las que se llegaría, por ejemplo, si 
se aplican los principios de interpretación de las leyes, o de los 
tratados, o las reglas de interpretación de los actos unilaterales. 

3. DIFERENTES PUNTOS DE VISTA 

Mayoritariamente la jurisprudencia del CIADI ha distin-
guido entre la ley aplicable al mérito de la controversia y la ley 
aplicable al acuerdo de arbitraje para determinar la jurisdicción 
CIADI. Los tribunales arbitrales CIADI han reconocido en 
numerosos laudos que los asuntos de jurisdicción no están 
regulados por el artículo 42 del Convenio CIADI que estable-
ce la ley aplicable (la del Estado demandado) al mérito de la 
controversia, sino por el derecho internacional (artículo 25 del 
Convenio CIADI).17 

También existe consenso en cuanto a que los Tribunales 
CIADI, de conformidad con el Artículo 41(1) del Convenio 
CIADI, son "jlleces de SlI propia competwcia" y, por tanto, cual-
quier interpretación soberana de cada Estado de su propio con-
sentimiento unilateral a la jurisdicción de un tribunal internacio-
nal no es vinculante para dicho tribunal ni determinante sobre 
las cuestiones jurisdiccionales.IB 

17. SCllkEUliR, with M,\lINTOPPI; RElNISCII and SINCLAIR. Oh. cit., párrofo 578, pp. 248 Y 249. En cuanto 
a decisiones. vease: CSOB v. Slo\'ílkia, Dccision on Jurisdiction. 24 Muy 1999, 5 ICSID Reports 
330, p.1ra. 35. CMS v. Argctltiru. Dcrision on Jurisdiclion. 17 Ju1y 2003. pams. 42. 88: CMS v. 
ArgcntinOJ. Dccision on Annulmcnt. 2S Scptcmbcr 2007, puro. 68; Azuri.t v, Argentina. Dccision on 
Jurisdiclion, 8 Deecmbcr 2003, paras. 48-50: Enron v. Arg4.'ntinOJ, Dccision on Jurisdiction, 14 
January 200"', pura. 38: Sicmcns v. Argcntina, Dccision on Jurisdictiun, 3 AuguSI 2004, paros. 29-31; 
Camuui v. Arg4.'ntin.1. Dccision on Jurisdiction, 11 May 2005. paras. 15-17.57: Scmprn v, ArgcntinOJ, 
Dccision on Jurisdiction. 11 May 2005, pams. 25-27: AES CQtp. v. Ar,gr:ntina, [A'dsion un 
Jurisdictiun, 26 April 2005. paras. 34-39: }¡Jn de Nul N. V .• Drcdging Inri. N. V. v. Egypt, Dccision un 
Jurisdiction. 16 JURe 2006, paras. 65-68, para. 82: SOJipcm v. Oangl.1dcs/J, Dccision on Jurisdiclion, 
21 March 2007, paros. 68, 78. 82: Nuhk Encrgy & Macll.1lapower v. Ecuador, Decision on 
Jurisdiction.5 MBrch 200R. paros. 56·57. 

18. Sout/JI.m rxific Pmpcni4.'S (Midd/c East) Ltd. ". Aroh R,'public of EBYPI, ICS/D Case No. 
ARB/84/J, Sccond Dccision on Jurisdiction (14 April 1988),3 lCSID Repons 131 (1995), al § 60 
(SPP v. Egypt), Inc4.'ysa VallisC1ktanll, S.L. l'. El S.,h'ador. ICSID Case No. ARB/03/26. Award (2 
August 2006), § 212-22. Mohil Curporatiun and ot/lers l'. Bu/il'ar;an Republic uf V .. 'n4.'zu,,·/lI 
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Sin embargo, diferentes teorías han surgido en tomo a la 
naturaleza, sentido y alcance del consentimiento al arbitraje 
CIAD!. A continuación un resumen de ellas: 

3.1 Oferta revocable 

El profesor Schreuer, bajo una óptica netamente contractual 
(oferta-aceptacióll) no le otorga mayores efectos a la "oferta" que 
no ha sido aceptada. Concretamente el profesor Schreuer, al refe-
rirse a la interpretación del artículo 72 del Convenio CIAD! rela-
tivo a los efectos que conserva el consentimiento otorgado antes 
de la denuncia de dicho tratado, señala que al igual que sucede 
con las formación de los contratos, la irrevocabilidad del con-
sentimiento al arbitraje sólo ocurre una vez que la oferta ha 
sido aceptada y el "consentimiento" se ha perfeccionado.19 

Conforme a esta doctrina, la oferta de arbitraje puede ser 
revocada en cualquier momento antes de su aceptación y por 
ello se recomienda que el inversor acepte dicha oferta lo más 
pronto posible, incluso antes de surgir la disputa.2o 

En contra de esta tesis se ha sostenido que el uso de la ana-
logía contractual conduce a la errónea conclusión de identificar 
el término "consentimiento" con el concepto de consentimien-
to mutuo o "acuerdo de arbitraje". En opinión de Garibaldi 
se trata de una "falsa analogía" porque la palabra "consenti-
miento" se utiliza en el Convenio CIADI tanto corno "consen-
timiento individual" corno "consentimiento mutuo" yen su cri-
terio, cabe distinguir entre "oferta" y "aceptación", por un lado 

ARB/07/27). Decision on Jurisdiction (June 10,2010), para 75, la cual cita que la misma solución ha 
sido sostenida ror la Corte Pennancnte de Justicia Internacional y la Corte Internacional de Justicia 
en los casos EIc..'Cfriciry ey uf So/iíJ und Bulgilria (Prcliminory objcctions), PCIl. Series AIB N°n 
(1989); Aegcan Sea eontinentol Shclf (Grecce v. Turkey) - 19 Decembcr 1978 - leJ Repons 197H p, 
3: Fisheries Jurisdiction (Spain v, eanada) - 4 December 1998 -Iel Report 1988 p. 432. 

19. ScIlRcUER. ehristoph. T1,,,·ICSID ConV(.'ntion: A Commcntary, Cambridge Univcrsity Prcss 2001. p. 
219. párraro 304. A pesar de los criticas emitidas en conlr,) de esta posición. el Prof. SCIIREUER. la 
mantiene en la nueva edición de su obm, 2009. que hace junto con MALlNTOI'I'I. Lorctta; REINISCII. 
August and SlNCLAIR. Anthony. pp. 1279 Y ss. 

20. Idem. p. 1281. 
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y "contrato" por el otro, porque todos estos términos son dife-
rentes.21 

Por nuestra parte, tal y como indicaremos más adelante, el 
consentimiento del Estado, puede configurar en el contexto en 
que se emite una "oferta irrevocable". 

3.2 Oferta firme 

El profesor Gaillard, sin objetar la VlS10n contractual de 
Schreuer, advierte sobre el sentido particular que se le debe 
dar a la palabra "consentimiento" contenida en el artículo 71 
y afirma que, independientemente de la denuncia del Convenio 
CIADI, la posibilidad de acudir a la jurisdicción del Centro 
dependerá de la terminología utilizada en "la cláusula arbitral" 
contenida en el respectivo TBl,22 

Mantilla-Serrano, en la misma línea de pensamiento de 
Gaillard, sostiene que el artículo 71 del Convenio CIAD! no se 
refiere a "consentimiento mutuo" sino al consentimiento unila-
teral, pero señala que las nociones contractuales de oferta yacep-
tación y el artículo 25 del Convenio no deberían entrar en juego, 
en virtud de que la vigencia de la Convención, luego de su 
denuncia, está totalmente regulada en el artículo 71.23 

3.3 Obligación internacional derivada de un acto unilateral 
del Estado 

Luego del artículo del Profesor GAILLARD, los autores NOLAN 
y SoURGEN5 se pronuncian en el sentido de que el consentimien-

21. GARIUAlI>l, Osear. 011 rllc Dcnunciar;on oftl,,'ICSID Com·cnr;on. Const.·nr ro ICSIDJu,;súict;on, and 
rile L/m;"" ofrllc Conrrocl Ana/uJ!Y, TOM, Mllrch 1009. Vol. 6. #1 01 . 

22. GAILLARD, Emmanucl. 17rc Denunciar;on o(tl/t.·ICSID Conn'ntion, N.V.LJ., 26 JUNF. 2007. VOLUME 
237-W' 121. 

23. MAt.TU LA SI RR.\NO, Fernando; l:l denuncia de la Convención de Washington. ¡,Impide el recurso al 
CIAD'" Rcvisla Peruana de Arbitraje N° 6, 200ft p. 214. 
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to del Estado manifestado bien en un TBI o en su legislación 
debe ser considerado no como una simple oferta de arbitraje, ni 
siquiera como una oferta firme, sino como una "obligación inter-
nacional independiente" .24 

Similar postura había asumido en el pasado el Profesor 
HIRSCH, quien sostuvo que conforme con el derecho internacio-
nal público, el cual se aplica a las legislaciones internas de los 
Estados, el consentimiento unilateral del Estado al arbitraje 
CIADI puede ser equiparado a un acto I/nilateral irrevocable con-
forme al derecho internacional y a la doctrina del estoppel.25 Esta 
teoría se inspira en el principio general reconocido por la 
Comisión de Derecho Internacional conforme al cual una decla-
ración unilateral, generadora de obligaciones jurídicas para 
el Estado que hace la declaración, no puede ser revocada arbitra-
riamente.26 

En apoyo de esta tesis se invocan las referencias hechas en 
las decisiones en los casos SPP v. Egipto,27 Amco v. Indollcsia,28 el 
voto disidente en Siag & Vccc/zi v. Egipto,29 así como la sentencia 
de la Corte Internacional de Justicia en el caso NI/clear Test. 3o 

Últimamente algunos autores han respaldado esta tesis,3! mien-
tras que otros la han cri ticado.32 

24. NOtAN. Michacl AN!) SOUHGrNS. F.G .• "The Inlcrplay Bctwccn Slate Cunsenl lo ICSIO Arbilrotion 
IlOO Dcnuncialion of lhe ICSID Convention: Thc (Possiblc) Venezuela Case Sludy", EN: TOM, 
Pro\lisionallssue. Seplember 2007. 

25. HIRS('II. Moshe Thc Arbitr.uion M/..'drnni.<;m uf tIJe In":matmna/ C/..'ntn: for tlle Settlcmcnt of 
In\'(.';Strncnt Disputes. Mar1inus NijhofTPlublishcrs, OordrcchtfDostonlLondon, 1993.I1P. 53 Y 54. 

26. Infonnc del Grupo de Trabajo de la ComisiÜf1 de OerL'Cho Intcrnaeional, 58" periodo de scsio· 
nes, Ginebra. In dc mayo a 9 de junio y 3 de julio a 11 de agoslo de 2006, pármfo 4. 

27. SoutlJcm PlJcilk Prop(.·rtks (Mióók East) L;mileó ". Arob Rcpllblic of Egypt (lCSID Case No. 
ARB JI.I/J). 

28. Amco A.<;úl Corpomt;on unó olbeTS l. RLpublic of/nóonL's/u (ICSID Cusc No. ARB/SI J). 
29. \VugUl/I EI;c George Siag anó Clorinóa Vccd v. Arob R('·pllbllc of Egypl (lCSlD Cose No. 

ARB'OSI/S). 
30. Ca,S(! COllc(''JTI;ng Nuclcar Test AUSlroli:l v. FrorJCe. Judgmenl oflA'Ccmocr lO, 1974. leJ, RL'f1.197-1. 
31. T[JrRA. Viclonno. "00 Municipal Inwstmcnl Laws AlwDys Conslitule a Unilateral Offcr to 

Arbilrale? The Veneruelan Inveslmenl Law. A Case Study". En ' Im'c.',tm(.·nt Tn.·OlY Arbitralion .md 
lntcnmtionul L.1t1'. lan A. Lalrd and Todd J . Wcilcr Edilor.;. JurisNel, LLC, New York, 2009, pp. 109 
Y ss. 

32. SUARLZ ANZOR[ NA. Ignacio. "Consenl to Arbiuntion in Forcign In\leslmenl Lnws", Im'cslmcnt 
Trc:Jty Arb;lr,u;on anó Inft'mational La\\'. Jan A. Lalrd and Todd J. Weiler Editors. JurisNcl, LLC, 
Ncw York. 2009, pp I!stc DUlor considera que la cxislenclD y alcance dcl conscntimienlo al 
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En la reciente decisión sobre jurisdicción en el caso Mobil v. 
Venezuela el Tribunal se inclina por la tesis del "acto unilateral 
del Estado", cuando el supuesto consentimiento está contenido 
en una legislación nacional.33 

Desde nuestro punto de vista, la tesis del acto unilate-
ral merita algunos comentarios adicionales ya que, como 
puede observarse, en el campo internacional el concepto de 
acto unilateral no tiene un sentido unívoco. Sólo una con-
cepción alllplia de los actos unilaterales comprende también 
aquellos actos del Estado vinculados a una prescripción 
convencional o consuetudinaria, como lo serían la ratifica-
ción de un tratado internacional o la aceptación de la cláu-
sula facultativa de la jurisdicción obligatoria de la Corte 
Internacional de Justicia.34 Sin embargo, estos casos que 
aparentan ser muy similares al de la oferta de arbitraje, 
presentan una importante diferencia. En los casos de ratifi-
cación de un tratado internacional, o en los casos de acep-
tación de la cláusula facultativa de la jurisdicción obliga-
toria de la Corte Internacional de Justicia, es el propio 
Estado el que determina soberanamente el momento en que 
se perfecciona su carácter de miembro o parte de un trata-
do, o el momento y las condiciones en que queda sometido 
a la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de 
Justicia. Mientras que en la oferta de arbitraje el perfeccio-
namiento del acuerdo queda condicionado a un ulterior y 
adicional acto que es de la entera discreción del inversio-
nista y no del Estado. 

Por más tentadora que resulta la tesis del acto unilateral, 
mal se puede olvidar que en stricto scnslt, los actos que se inscri-
ben en un proceso jurídico bilateral o multilateral y tienen por 

arbitraje de inversión contenido en una ley de inversiones sólo pucde ser detenninado de confonni-
dad con las nonnas domésticas y considera un .. falacia darle un tratamiento de obligación inlcmacio-
nal a un.a ley_ Véase igualmenlc "Do Municip:Jllm-csllrn:nr LoU's A/u""ys Consrirurc a UnilalL'r.J1 
OlTcr lo Arbilrnlc? Idcm. p. 125. 

33. Mobil Corporation and othcrs v_ Solivarian Republic of Venezuela (ICSID Case No. ARB/07/27). 
Dccision on Jurisdiction (Junc 10. 2010). para$. 83· 85. 

34 . Véase articulo 36 del Estatuto de la CldJ: hllp-f, .... "\V\v.icj·ciJ.oqiJK}mcpagcfsplicjsl.aIUIC "hp 
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finalidad última dar nacimiento a un acto que no es unilateral, 
están más cerca de la naturaleza cOllvencional, puesto que su 
función esencial desborda el marco unilateral en que nacen,35 
es decir, trascienden del plano puramente unilateral al marco 
convencional. Por esta razón el Grupo de Trabajo de la Comisión 
de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, encargado de 
regular el sentido y alcance en el Derecho Internacional de los 
Actos Unilaterales de los Estados, optó por excluir este tipo de 
actos de la referida regulación.36 

4. NATURALEZA, SENTIDO Y ALCANCE DEL CONSENTI-
MIENTO DEL ESTADO 

4.1 Autonomía e independencia del acuerdo de arbitraje: 

Hasta ahora en los arbitrajes de inversión, poca importancia 
se le ha dado al principio de autonomía e independencia del 
acuerdo de arbitraje reconocido universalmente en los arbitra-

35. En eslc scnliul>, el ReblO! Especial tic la Comisión tic lnlemaeional de las Naciones Unitlas 
cita como ejemplos de aclOs unilalerJles que se podrían ubicar denlro de la esfcra convencional, y 
por tanto excluidos del estudio cn cuestión, los Siguientes: a) los aClos vinculados al dere-
cho de los tratados, b) 3quellos relacionados con la fonnación de la costumbre; e) los aclos 
que conslituycn el ejercicio ue un poder acordado por un3 disposición de un tratauo o por una regla 
de derecho consuetudinario: d) los actos de alcance interno que no tienen efectos en el ámbito 
nacional; e) los que forman parte de una relación como la oferta y la aceptación; 
f) los relativos a la aceptación de la jurisdicción oblig.Uoria de la Corte IntetlUlcional de Justicia, 
según lo establccido en el Articulo 36 de su Estatuto: g) los de origen convencioRllI pero que resultan 
fonnalmente umlaterales en relación con terceros Estados; h) los fonnulDdos en relación con un pro-
ceso ante un órgDno jurisdiccional internacional y aquellos que pueden pennitir n un Estado invocar 
el estoppcl en un proceso (NACIONES UNIDAS: AJCN.4J4H6, Pri,m.:r ¡n(annL' sobre los netos un;-
¡nrc:rok-s dd Estndo, p. 19. Ln versión en castellano se encul.'fllra disponible en 
http://untrealy.un.orglile/sessions/50/50docs,htm. 
Vense tambien BONUIA GARC!A, David. Régimen jurídico dL.' Jos nctos unilmcrn/cs dt.' Jos 
J.M. Bosch Editor, Barcelona, 2005. 

36. Asi se en el 57" periodo de sesiones. Véase Documentos Oficiales de la Asamblea Geneml , 
sexagésimo periodo de sesiones, http;/Iuntreaty.un.orglilc/summaricsJ9 _9.htmN_ftnref27. Asimismo. 
Suplemento N" ID (A/60/IO), párraro 293. que puede ser consultado en ingles en hup I/daeccss-dds-

Asimismo, Infonne 
del Grupo de Trabajo de la Comisión de Derecho Internacional, SS" periodo de sesiones, Ginebra, ,-
de mayo a 9 de junio y 3 de julio a 1I de agosto de 2006, parra fa 4. ) http://untreaty.un ,orglile1sum-
mariesJ9_9.1um 
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jes comerciales. Por más diferencias que existan entre el arbitra-
je comercial y el arbitraje de inversión, ambos tipos de arbitraje 
parten de un mismo requisito: la existencia de un acuerdo de 
arbitraje. Por ende, no encontramos razón alguna para excluir en 
el arbitraje de inversiones el principio de independencia del 
acuerdo de arbitraje. Por el contrario, consideramos que el prin-
cipio de autonomía e independencia debe ser aplicado no sólo 
cuando exista un contrato (de inversiones) que contenga la cláu-
sula arbitral, sino también frente al tratado o la ley que contiene 
el consentimiento del Estado. 

Ciertamente el Convenio CIADI utiliza el término consenti-
miento no sólo en sentido unilateral sino también en el sentido 
de "acuerdo de voluntades". Ello no configura mayor novedad, 
pues es bien conocido que para la época de la Convención 
(1965) todavía no se había elaborado la Ley Modelo UNCITRAL 
que acuñó la expresión "acuerdo de arbitraje". Desde que entró 
en vigencia en 1966 el Convenio CIADI, es mucho el camino 
que se ha avanzado para superar las dificultades que en su 
época generaban los conceptos de cláusula compromisoria y for-
malización del compromiso arbitral. El Convenio CIADI sabia-
mente en su momento se apartó de esos términos y se limi-
tó a hacer uso del vocablo "consentimiento", tanto en sentido 
mutuo como en sentido individual. 

Ahora bien, el hecho de que existan disposiciones del 
Convenio CIADI que se refieran al consentimiento individual no 
altera la naturaleza contractual del acuerdo arbitral. Como bien 
señala el Profesor Schreuer: "COIl/O cualquier otra forma de arbitra-
je, el arbitraje de inversión siempre está basado en un acuerdo. "37 

... "Una disposición legal que contiene el consentimiento al arbitraje es 
simplemente l/na oferta del Estado a los inversionistas. Para pe/feccio-
nar el awerdo de arbitraje la oferta debe ser aceptada por el inversionis-
tn".38 

37. Scl IR[lIDI.. Christoph 1-1 . "Cansent to arbttration". En TDM Volume 2, issuc # OS - Novcmhcr 2005, 
y actualizado en febrero de 2007, p. L Traducción libre del inglés. 

3R. Idcm, p. 5. 
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La generalidad de los autores que han estudiado la natura-
leza jurídica del arbitraje, incluso aquéllos que se han inclinado 
por la tesis jurisdiccional, admite que el acuerdo de arbitraje es 
de naturaleza contractual. En realidad la naturaleza contractual 
de la cláusula arbitml nunca ha sido un tema polémico.39 Lo que 
por largas décadas ha generado grandes discusiones en la doc-
trina, sin que hasta la fecha haya consenso, es lo relativo a la 
naturaleza del propio proceso de arbitraje.4o 

En conexión con lo anterior, cabe agregar que el principio de 
i1ldepende1lcia y auto1lomía del acuerdo de arbitraje ha sido reco-
nocido universalmente por todas las legislaciones modernas que 
siguen la Ley Modelo UNCITRAL.41 

Consideramos que así como el acuerdo de arbitraje es autó-
nomo del contrato principal que puede estar contenido en el 
mismo documento. también es autónomo el consentimiento al 
arbitraje contenido en un tratado o en una ley. Conforme a este 
principio, la declaratoria de inconstitucionalidad de una ley o de 
un TBI por parte de los tribunales domésticos no afectaría en 
principio la oferta de arbitraje contenida en dichos instrumentos. 

39. SIL\'A Rml( Ru. Eduardo. El Contmto de Arbitraje. Legis. Colombia, 2005. 
40. En la actualidad todavía subsisten las mismas tres tesis dis¡,:utidas en el pasado: la posición conlmc-

tunlista, la posiciónjurisdiccional y por ultimo, la ecléctica o nutónoma . Por nuestro pane. hemos so!.-
tenido que la posturo (contractual o jurisdiccional) que se adopte frente a la antigua polémica de la 
nutumleza del arhitroje estn estrechamente vinculada 1.:00 el criterio que se tenga respecto a si la 
"co.1cciún"cs o no un clemento constitutivo del ,ooeepto de ·"jun"sdicciun". Cfr. MEZGRAVIS, Andrés; 
El amparo constitucional y el arbitroje. Revista de Derecho AdministrJlivo N° 6. &lit Shcrwood. 
CurJcas. 1999. p. 259. Ilam un análisis de las t.lifcrentl-'S leorias y sus exponentes véuse ROCA 
MARTINEZ, José Maria: Arbitrajc e Instituciones Arbitrales. Editor, S.A J.M. Bosch Barcelona. 1992, 
pp. 37-40. Igualmente O",ETIT, Bruno; Teoría del arhitroje. traducción dirigida por Eduardu SILVA 
ROMCRO. Legís. Columbia 2006, pp. 162 Y ss. 

41. Art. 16 de la Ley Modelo y 21 nUnlCml 2° del Reglamenlo. Igualmente lo consagmn, enlre olras 
muchas legislaciones, la de Suiza. Alemania, Italia, Holanda. España, Brasil. Colombia. Costa Rica, 
México, Perú . Venezuela El principio de autonomla es un desarrollo d<K.trinario y jurisprudencia! que 
señala que en un mismo documento pueden coexistir dos contratos, el principal y el dc arbitraje. Hu 
sido reiteradamente TCl'Onocidu por la jurisprudencia estadoumdense y frnncc !>n. CAKUENAS MfiJIA. 
Juan Pablo. "Autonumia del Contmto dc Arbitrolje". En: El Contmto de Arbitf".J)I.', Eduardo Silva 
Romero, Direclor Ac:-adémico y Fobricio Mantilla Espinosa. Lcgls. Colombia. 2005. pp. H I Y ss, quien 
f\.'Conucc que ia autonomia e!> un principio de dcredlO t:omcrcial internacional. 
Asimismo, parJ un anillisls t.lc la uutonomia del acuerdo de arbUraje en relación con una ley estatal , 
véase LARROl MET. Christian. "A propósito de la naturnlcza contrnctual del acucru¡1 de iJrbitrJje en 
mater;'" intcmadotuJI y JL. su autonomia': En: El Controlo w: Arblt"')"'. Ob. di .. pp. 13 Y ss. 
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Como bien apunta SILVA ROMERO, "si e/ pacto arbitra/no fuera autó-
nOIllO, el estudio independiente de un contrato de arbitraje /10 tendría, 
en lIIateria jurídica, /lingú/l sentido".42 

4.2 La documentación del consentimiento 

Actualmente, la vasta mayoría de los arbitrajes de inversión 
está basada no en una cláusula arbitral ordinaria inserta en un 
contrato de inversiones suscrito directamente entre el Estado y el 
inversor, sino en el consentimiento otorgado de manera indirec-
ta y muchas veces sin el contacto directo de las partes antes del 
inicio del proceso arbitral. Pero aun en estos casos el resultado 
final es también un acuerdo de arbitraje.43 

La documentación del consentimiento, aunque importante 
para determinar la verdadera in/ellciólI de las partes, no modifi-
ca su naturaleza contractual ni su independencia y, por tanto, 
tampoco debería modificar las reglas de interpretación contrac-
tual aplicables. La documentación del acto mal puede despla-
zar a un segundo plano la declaración de voluntad que precisa-
mente se quiere interpretar. Por tanto, no luce acertado sostener 
que cuando el consentimiento está contenido en un tratado 
resultan aplicables los principios de interpretación de los trata-
dos. 

Resulta interesante destacar que cuando la doctrina se refie-
re al consentimiento del Estado expresado en un TBI lo califica 
como un consentimiento "¡//li/a/eral", contenido en un "tratado" 
y por tanto se afirma que pareciera obvia la aplicación de las 
reglas de interpretación de éstos.44 Sin embargo, esta calificación 
42, SII.VA ROM[MO, Eduardo. "La FOrlT\ación del ConCraCo de Arbitrajc". En: El Contrnto de Arbitrnj(.·. 

Edunrdo Silva Romero, DirccCor Académico y Fabricio Mancillo Espinosn, Legis. Colombia. 2005, p 
77. 

43. ScIlREUER. wich MALlNTorPI ; RElNISCII and SINClAlH., Ob. cie., párr.¡fo 37R, p. 191. 
+4. SCIIREUER. wich MAlINTOrrl: REINISCU :1000 SINCLAIR. Ob. cit, pármfo 579, p. 2-19. Véase 

cambién F(.·d¡u v. Venczuchl. Decisión sobre Jurisdicción del 1I de Julio de 1997. parr.¡fo 20. 
Igua1mcnce Mobil Corpornrion Dnd l'. Oolil'uri.1n Rcpublic of Vcnczuda (ICSID Case No. 
ARB/07/27). DccislOn on Juristliclion (Junc 10.2010), para. 83, 
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merece ciertas precisiones para evi tar confusiones. En efecto, 
por definición un TBI es un "Tratado bilateral", o sea, es pro-
ducto del consentimiento de dos Estados. Cada uno de esos 
Estados ofrece a los nacionales del otro su consentimiento al 
arbitraje internacional. De manera que cuando se le califica de 
consentimiento llllilateral o individllal no es porque ese trata-
do contenga únicamente el consentimiento de un Estado. Es 
obvio que dicho tratado bilateral contiene el consentimiento de 
ambos Estados parte. De allí que se le califica de "unilateral," no 
porque aún esté pendiente el consentimiento de uno de los 
Estados, sino porque aún está pendiente el consentimiento del 
beneficiario de la oferta, es decir, la voluntad del inversionista 
nacional del otro Estado parte del tratado. Mientras está pen-
diente esa aceptación resulta apropiado y preciso hablar de 
"consentimiento unilateral del Estado", pero cuando la disputa 
ya se encuentra registrada ante el CIADI, es de suponer que el 
inversor, con el inicio de dicho proceso arbitral, aceptó la oferta 
de arbitraje y, al menos prima Jacie, se está en presencia no ya de 
una oferta unilateral, sino de un acuerdo de arbitraje que contie-
ne ambos consentimientos.45 Dicho de otra forma, si la disputa 
ha sido registrada y sometida a un Tribunal CIADI es porque se 
está aceptando prima facie que existe no un consentimiento (el 
del Estado), sino dos: el del Estado y el del inversor. El acuerdo 
de arbitraje, aunque se ha formado de manera progresiva, con-
tiene ambas declaraciones de voluntad. Los Tribunales CIAD! 
sólo pueden interpretar las ofertas unilaterales de los Estados 
cuando han sido previamente aceptadas por los inversionistas. 

45. Generalmente el inversor m:mifiesta su aceptación a trovés de una carta (trigger ICllcr) que envía al 
gobierno en cuestión :uUes de presentar la solicitud de arbitraje. No obstante, se admite de monera 
pacífica que la manifestación del consentimiento del inversionista o aceptación de la oferta abierta de 
arbitraje se realice en la propia solicitud de arbitraje. Al respecto, véase Trudex !-leilas S.A. v. 
Republic of Albania (ICSID Case No. ARBI9412), ICSIC Rcvicw-Forcign Invcstmcnt Law Joumal, 
p. 187. Asimismo, ESCOUAR. Alejandro A. "Los sis'emas de arbi'rnjc del CIAD/': La solución 
de Controversias en cll-lemisfcrio. Cámara de Comercio de Bogotá, Santa Fe de Bogotá. 1997. p. 
291. A. R. PARRA. Provisions on the Settlcmcnt of Investmcnt Disputes in Modcm Invcstmcnt 
Ll1ws, Bilater.ll Inveslmcnt Trcaties Dnd Multilateral Instrumcnts on Inveslrnent. ICSID Review -
Forcign lnvestmcnt Law Joumal, 12 (1997) p. 287. SCIIREUER. Ob. cit., p. 206 y ss. REnO, lucy, 
PAULSSON, Jan and (lUCKAIJV, NiJ:!cl. EN. Guidc lo ICSID Arbitmtion. p. 38, Y MElGRAVls; "las 
inversiones petroleros .. :', Ob. cit., pp. 395 Y ss. 
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Por tanto, no pareciera correcto afirmar que el acuerdo 
arbitral Estado-inversor que deriva de un TBI tiene que ser 
interpretado conforme a las reglas de interpretación de los trata-
dos. No creemos que el acuerdo de arbitraje en cuestión tenga 
naturaleza de tratado internacional, puesto que el Estado no cele-
bra dicho acuerdo de arbitraje con otro Estado, sino con el 
inversor del otro Estado contratante del tratado. Y aún en el 
caso de los acuerdos de arbitraje entre Estados para resolver las 
disputas derivadas de la interpretación o aplicación del respecti-
vo tratado del que son partes contratantes resulta cuestio-
nable no distinguir la independencia, autonomía y naturaleza 
contractual de dicho acuerdo de arbitraje del tratado que lo con-
tiene parcialmente. 

Poca relevancia se le ha dado a la esencial diferencia que 
existe entre la autonomía consensual en la esfera del contrato de 
arbitraje Estado-inversionista, de un lado, y la autonomía colec-
tiva (Estado-Estado) manifestada en los tratados que celebran o 
a los que posteriormente se adhieren los Estados. El acuerdo de 
arbitraje es, como todo contrato, fuente de obligaciones,46 
mientras que los tratados son fuente de normas jurídicas inter-
nacionales.47 El acuerdo de arbitraje genera obligaciones entre 
las partes que lo suscriben, o sea, entre el Estado por un lado y 
el inversionista por el otro. Por su parte, la norma que establece 
que un Estado ofrece arbitraje internacional a los inversionistas 
del otro Estado genera obligaciones internacionales paritarias 
entre los Estados miembros del respectivo tratado. Como puede 
observarse, se trata de dos fuentes distintas de obligaciones: la 
del tratado, generadora de obligaciones Estado-Estado, y la del 
acuerdo de arbitraje, que genera obligaciones Estado-inversio-
nista.48 

46. Entre las que iJestacon una "obligación de hacer": someter lo r;:ontrovcrsio al nrbitmje. y uno "obliga-
ción de no hacer"; no someter la controversia o los lribunales \.'Slaloles. 

47. Bt:'TTI, Ob. cit. p. 391. 
48. Tan distintas son las obligaciones Estodo·lnvcrsionisla y Eslodo·Estado que la generalidaiJ de los 

TBls contiene clñusulas de resolución de dispulas entre los propios ESlaoos. A diferencia del ucucr-
do de arbitruje que, como hemos indicado liene nalurnlez.a conlraclual. el tratado internacional. 
en cambio. presenta una estnu:tura híbrida con su doble momenlo convencional y nonmuivo. Es por 
ello que rrenle alttalodo surge la exigenciu de un doble tratamiento interpretativo que rcspunt!c tanlO 
al proceso gcnctico dd tratado como negocio con.'il..'muul. como a su función y eficacia de n/mlla 
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Lo mismo podría decirse de la oferta contenida en la legisla-
ción. La voluntad del inversor no interviene en el proceso forma-
tivo del acto legislativo conformado por la oferta de arbitraje del 
Estado. Claro que el asunto se torna más complejo cuando el 
Estado precisamente sostiene que la manifestación ambigua o 
contradictoria contenida en una ley doméstica no constituye su 
consentimiento al arbitraje, y por ende mal puede ser interpreta-
do como si se hubiese perfeccionado un contrato de arbitraje. No 
obstante, si la disputa ya ha sido registrada ante el CIADI es de 
suponer que, al menos prima Jacie, se está en presencia, no ya de 
una declaración unilateral ambigua, sino de un posible acuerdo 
de arbitraje que contiene tanto el consentimiento del Estado 
como del inversor. De allí que el perfeccionamiento o no de 
dicho contrato de arbitraje, al igual que la existencia o no de 
cualquier contrato internacional, debe ser determinado confor-
me a los principios internacionales de interpretación contractual. 

Lo cierto es que, tanto en los casos de los TBls como en los 
casos de las legislaciones nacionales, el acuerdo de voluntades se 
perfecciona a través de la aceptación de la oferta que hace el 
inversor y dicho acuerdo, si bien tiene efectos internacionales, no 
puede ser calificado ni de tratado ni de ley por ser un acto esen-
cialmente convencional, autónomo e independiente de los docu-
mentos que los contienen. 

Cabe advertir que en estos casos el tralado y la ley no son más 
que la dOClllllelltacióll parcial del acuerdo de arbitraje. Por docu-
mentación se entiende la operación de plasmar o recoger corpo-
ralmente en un papel, cinta magnetofónica, etc., las declaracio-
nes de voluntad que forman la esencia del acuerdo.49 Conforme 
al artículo 25 del Convenio del CIADI, el único requisito exigido 
es que el acuerdo de voluntades conste por escrito en un docu-
mento o conjunto de documentos. En modo alguno se exige que 

juridieól reguladorn de Ins relaciones intemacionnlcs. "Bajo d a$pcxto dd proceso genético dd 
trotado t.'OIDO lk,'gO(.';o const.'nsunl Dpóln-ccjust;(iI..'Ddól 13 n.,,,isiún ;mnlógicóJ a 1m .. critl..'rios qu(..' rig"'''' 111 
inrctprctación de los controlas". BETIJ, Oh. cit.. pp. 391 Y 392. 

49. DIEZ-PICAZO. Luis. Fundamentos del Derecho Patrimonial 1. Inlfoducción Teoría del Contrato. 
Editorial Civitas, Quinta Edie. Madrid. 1996, pp. 254 Y ss. 
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conste en un tratado o en una ley. De manera que, así como el 
acuerdo de arbitraje es autónomo e independiente del resto 
de las cláusulas que conforman el contrato principal, también lo 
es del tratado y de la ley en que se puede encontrar estipulado 
parcialmente. 

Tampoco altera la naturaleza de contrato de arbitraje el 
hecho de que uno de esos consentimientos presente ambigüe-
dad y el otro sea manifiestamente claro.50 Ambos deben ser 
interpretados bajo un mismo y único contexto: el acuerdo de 
arbitraje. 

Nos luce un tanto anárquico determinar las reglas de inter-
pretación de cada uno de esos actos por separado en función de 
los documentos públicos o privados que los contienen (tratado, 
ley, carta de aceptación, inicio del proceso como manifesta-
ción tácita de aceptación, revocatoria, etc.). Ello supone diseccio-
nar el acuerdo de arbitraje y aplicar unas reglas de interpretación 
distintas para cada uno de los consentimientos, como si ambos 
no fuesen parte de un mismo contexto. Así, por ejemplo, si es un 
TBI el que contiene el consentimiento "unilateral" del Estado, 
entonces tendrían que aplicarse las normas de interpretación 
de los tratados, fundamentalmente contenidos en la 
Convención de Viena, pero esas mismas reglas no podrían ser 
aplicadas a la manifestación tácita de aceptación de la oferta por 
parte del inversor que inicia el arbitraje.51 

En definitiva, consideramos que los dos consentimientos 
(del Estado y del inversor) forman parte de un mismo acuerdo y 
éste en todo su contexto, y no los actos individuales por sepa-
rado, es el que debe ser objeto de una sola interpretación, pues-
to que lo fundamental no es la naturaleza del instrumento que 

so. Del mismo modo que sería absurdo interpretar aisladamente la clausula ambigua del resto de las e1úu-
sullls de un contrato. 

S l. Pam una distinción entre las reglas de interpretación de los tratados y las leyes. vensc Bt:.rn. Emiho. 
Interprcwción de IlJ Ley y de los Actos Juridiros. Editorial Revista de Derecho rrivooo. trnducciün 
de José Luis de los Mozos. Madrid 1975. p. 389 y ss. Igualmente SUAREZ ANZORENA. Ob. eu .• pp 73· 
74. 
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contiene la oferta o la aceptación. Lo fundamental, como en todo 
contrato, son los términos y condiciones de cada una de esas 
manifestaciones de voluntad. 

4.3 ¿Falsa analogía contractual? 

Es cierto que el acuerdo de arbitraje (consentimiento mutuo) 
que se ha perfeccionado con el consenso de voluntades mal 
puede ser confundido con el consentimiento unilateral o indi-
vidual que todavía aguarda por la respuesta afirmativa del 
inversor. No obstante, esta distinción en nada altera que cuando 
se está en presencia de un arbitraje de inversiones, el consenti-
miento del Estado sea interpretado conforme a los principios 
contractuales internacionales. 

En realidad la aplicación de principios contractuales en la 
interpretación del acuerdo de arbitraje CIADI no implica la con-
fusión de los conceptos de "contrato de arbitraje", "oferta de 
arbitraje" y "obligación independiente". Tanto en el campo con-
tractual como en el arbitral, esos conceptos están claramente 
diferenciados. Un contrato perfeccionado (acuerdo de arbitra-
je) no puede ser revocado unilateralmente. Una oferta (de arbi-
traje) no aceptada es revocable, en principio, en cualquier 
momento antes de su aceptación, pero puede, dependiendo 
del contexto en que se ha generado (TBIs o leyes de promoción 
y protección de inversiones), o dependiendo de la confianza o 
expectativas creadas, configurar para su autor, en este caso el 
Estado, una obligación internacional irrevocable.52 

Es nuestra opinión que el Profesor Schreuer no incurre 
en una "falsa analogía", como algunos sostienen, pues el con-
sentimiento individual del Estado, junto al consentimiento del 
inversor, están destinados a formar un acuerdo de arbitraje, es 
52, NOLAN y SOURGl;I'S. Qb. cit., son los primeros en defender en CSlc conlcxlO lo. noción tic obli. 

gación internacional indepcndicnlc. pero apar1ÚOOOSC de la aplieaciim de los principios con· 
lraclualcs. 
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decir, un verdadero contrato. Se trata, por tanto, no de una apli-
cación analógica sino directa de los criterios que rigen la inter-
pretación contractual en el ámbito internacional.53 

Otra, en nuestro criterio, es la crítica que puede ser hecha al 
comentario del Profesor Schreuer, pero esa crítica más bien for-
talece la aplicación de principios contractuales en la interpre-
tación del acuerdo de arbitraje en materia de inversiones. En 
efecto, bajo los principios contractuales internacionales, la oferta 
que no ha sido aceptada puede ser irrevocable en ciertos casos. 
El caso más obvio es cuando la propia oferta indica un plazo fijo 
para la aceptación de ésta, o sea, cuando establece expresamen-
te que por cierto tiempo es irrevocable. Otras situaciones, un 
tanto más complejas y que escapan del análisis realizado por el 
Profesor Schreuer, serían aquéllas en las que se discute "si el des-
tinatario podía razollablelllente considerar que la oferta era irrevocable 
y 1m actuado basándose en esa oferta".54 La irrevocabilidad de la 
oferta ha sido contemplada en la Convención de las Naciones 
Unidas sobre Contratos de Compraventa Internacional de 
Mercaderías, también conocida como la Convención de Viena 
sobre compraventa internacional,55 así como en el Anteproyecto 
de Código Europeo de Contratos.56 Igualmente, tanto legislacio-
nes del Civil Laro como del COllllllon Laro contemplan estos mis-

53. GARIIlt\LDI p:u"CCiera lencr una opinión ¡;:ontraria a esla, GARI!l.\lIll, Osear, On tlll: Dcnunci:ujon offlu" 
ICSID Com'cntion, Cons(.'nt to ICSID )un'sdictjon, <lOO che Jimits of tllL' CotUrnct ¡Jnnlogy, TOM, 
Marzo 2009, Vol. 6, # 01. 

54. El argumento relativo a que el inversionista pueda aceptar la ofena de arbitraje en cualquier momen-
to, incluso untes de surgir la dispula, no nos lu¡;:e convincente para sostener la revocabilidad 
de la oferta. (Vid SCUREUER, wilh MAlINTQt'r¡; RUNISCII and SINCLAIR, oo. cil., p. 1281, para 7 . ) Al 
igual que ocurre en el campo comercial. lo que hace irrevocable a una oferta no ,"'S la imposibilidad 
de aceplarla, sino las expectativas legítimas y conlianzn suscitadas por In ofenu. Dilicilmente podoa 
una Estado sostener que una ley de "promoción" y "protección" de inversiones que conliene dicha 
oferta no tiene por fin generar dichas expectativas y confianza en 105 inversionistas. 

55. "Articulo 16: J) Lo ofclfa pod,-J s,', n" ·OC'.:Jw hast.'J que se: pc:rfccc;om' d contro.o si la 
fC\'oc:Jton'a Ik¡pJ al tlnt"$ '1u,' ¡}stc haya "'H'iouo la an'P,.1cion, 1) Sin cmb.1fgo. la ofclf.1 
no pod,-J rcmcars,': o) si indica, nI s,'üa/ar un ph,zo fijo paro la .1ccptaciún o (A- otm modo, que es 
irn:mcable; o b) si d d,'stjm,tan'o podi.1 r.JzonablemenrL' consid¡:rur que 1.1 "rerta ,'m irrcmcable y 1m 
actlllJdo basandos,' en eSiJ ok.·rta". 

56. "Alfículo /7, OfcnOJ im't'(JCablc.': l . U".., "ferta ,'S irn:I·(JC¡¡blt.' cuando .. ;u ¡tU/or Sf..' I,., oblig.:Jdo ,'.ypn'-
St.tnCII/C ¡J manten,'r/;l finne durante cierto o .,';, sobn'l.1 b.u,' d,' lus rdacio"L'!> pn.,,·,'dc..'nt,'s de 
las partes, lus trntat;"U,'i, d contenido de las d¡iusult,s o la co.'itumbrc, rnzonahlem,'nr,' s,' k' pued,' 
n'pUl:I' la/ . ..... 
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mos principios.57 De manera que podríamos estar en presencia 
de principios generales de derecho internacional en materia de 
contratos. Cabe advertir que esos principios no escapan al 
campo arbitral, como algunos piensan. Es razonable suponer 
que la oferta ¡mi/ateral de arbitraje contenida en un TBI que 
tiene una vigencia de 10 o 15 años no puede ser revocada duran-
te dicho tiempo.5S También es razonable suponer que un Estado 
que promulga una ley de inversiones para promocionar y captar 
inversiones, y con tal fin ofrece a los inversionistas extranjeros 
arbitraje internacional, mal puede revocar dicha oferta de arbi-
traje una vez que ha captado las referidas inversiones. 

Por tanto, negar que el consentimiento unilateral del Estado 
configure una oferta de arbitraje, negar que cuando se produce 
la aceptación de la oferta se produce un acuerdo de arbitraje, o 
negar que el acuerdo de arbitraje configura un verdadero contra-
to, nos luce infundado, como también lo es negar toda posibili-
dad de revocatoria de la oferta de arbitraje que aún no ha sido 
aceptada. En este sentido, se debe distinguir que una cosa es 
determinar las obligaciones internacionales generadas por la 
oferta de arbitraje entre los Estados miembros del tratado que la 
contiene; otra es la eficacia de su eventual revocatoria antes de 
su aceptación por parte del inversionista, y otra muy distinta es 
51. En este mismo sentido se pronuncian los más reconocidos tr'lIadistas del derecho contractuul none-

americano quienes establecen que Unol ofhtll finne solamente m,'C(.'sit.1 cunstnr puf L'SL"riIO, y en viro 
tud de sus tenninus yarontiza que oSt.' manlL'ndr.i abierta., su aCL'pl.1cjón. Por fíJnto es im'vocable por 
el tit.'mpu L'stab".'cidu L'n ella. o si no tielle un t;t.'mpo estipulado, por un tiempo mzoníJble. 
r.-\RNS\VORTII, Alan.ll1e La\\' ofContrncts. (1999), p. 183. Según M.O NOLAN y F.G. SOURGI:NS. 
"The Inlerplay bclween State Consent lo ICSID Arbitration and Oenunciatiun of the lCSID 
Cunventiun: The (Possible) Venezuela C:lSC Study". en: TOM (Septembcr 2001). este trntamicnto 
es el que conlempla el Unitct.l St:ltes Unifonn Commerdal Codeo En este mismo sentido y en cuan· 
to al derecho español vease OIl!Z-PICAlO, Ob. cit .• p. 29M, 
Por otra pane. aunque Venezuela todavía no ha ratificado la referida Convención, el artículo 1.131 
del Código Civil venezolano establece una disposición similar: "si el autor de la ofena [El Estado) se 
ha obligado 11 m:lOlenerla durante cieno plazo (l'Stablecido en el BlTI. o si l'Sea obligación (arbitraje) 
resulta de la natumleza del negocio (foro neutral promovido para eaplar las inVl'rsiones] la revoca · 
ción antes de la expiración del plazo (previsto en el TBI o antes del plazo inherente a In inversión rea-
lizadaJ no es obstáculo para la fonnación del contrato" [de arbitmjeJ. (Entre paréntesis nuestro). 

SN. Ello únicamente sería posible si ambos Estados parle del TBI acuerdan modificar su texto y aun 'Isi. 
y por las razones que explicaremos más adelante, consideramos que dieha revocatoria sólo podria ser 
legitima para los inversionistas que todavía no han realizado sus inversiones. pues f1am aquellos que 
las hubiesen reulizado confonne a las expeclativas legítimas generadas por el respectivo tmtado. 
sería arbitrJria a la luz de los principios del derecho internacional. 
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interpretar y analizar la verdadera existencia o formación del 
acuerdo de arbitraje cuando se ha registrado un caso ante el 
CIAD!. 

5. ESTÁNDAR DE INTERPRETACIÓN DEL CONSENTIMIENTO 

A pesar de que resulta reiterada la aplicación preponderan-
te del derecho internacional a asuntos de jurisdicción, pensarnos 
que aún no existe consenso en cuanto a las reglas de interpre-
tación aplicables a los actos que forman el consentimiento. 
Algunos Tribunales CIADI no han sentido la necesidad de fijar 
expresamente una posición y los tribunales que lo han hecho, no 
parecieran tener una solución clara y uniforme. 

De manera general se admite que el Estado manifiesta su 
consentimiento al arbitraje CIADI de tres formas distintas, a 
saber: 

i) Con la suscripclOn de un contrato de inversiones 
entre un ente gubernamental (administración nacional, 
estadal o municipal, centralizada o descentralizada) y un 
inversionista, en el cual se incluye una cláusula de arbi-
traje CIAD!; 

ii) Mediante un tratado bilateral o multilateral relativo a la 
promoción y protección recíproca de inversiones en el 
que se hace una oferta abierta de arbitraje CIAD! y; 

iii) Mediante la oferta abierta de arbitraje CIAD! que se hace 
a través de una ley nacional, generalmente de promoción 
y protección de inversiones. 59 

Los diferentes tipos de manifestaciones del consentimiento 
del Estado han generado cierta confusión en cuanto a las reglas 
de interpretación aplicables. Pareciera que la práctica arbitral 
59. Una cuarta fonna podriOl ser la ofena de arbitrnje que conste en una carta de alguR ente gubernamen-

tal debidamente autorizado por el respectivo Estado (Art . 25 (3)). Sin embargo. por ser esta modali-
dad bastante cxtrnila en la pnicllca. no la ind uimos en la clasificación antes Indicada. 
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CIADI varía el énfasis que hace en el derecho internacional 
dependiendo de si el consentimiento del Estado ha sido expresa-
do en un "tratado", en una "ley" o en un "contrato" de inversio-
nes.60 Aun cuando pareciera existir cierto consenso en cuanto a 
que el estándar de interpretación en estos tres escenarios siem-
pre está dentro del marco del artículo 25 y no del artículo 42 del 
Convenio CIADI, lo cierto es que la poca relevancia que se le ha 
dado al hecho de que siempre esas tres vías desembocan indis-
tintamente en un acuerdo de arbitraje ha generado una metodo-
logía mixta de interpretación. 

5.1 Reglas de interpretación mixtas 

La doctrina y hasta ciertos laudos han señalado que cuando 
el consentimiento está basado en un TBI pareciera obvia la apli-
cación del derecho internacional y los principios de interpreta-
ción de los tratados.61 Cuando se está en presencia de una ley de 
inversiones cuya oferta de arbitraje es algo ambigua, ha resulta-
do atractiva para algunos tribunales CIADI la idea de aplicar los 
principios de interpretación de las leyes conforme al derecho 
doméstico aplicable al fondo de la controversia.62 Esta tesis tam-
bién ha encontrado apoyo en algunos autores.63 No obstante, se 
advierte que semejante interpretación sólo es válida si dichas 
leyes no contradicen los principios del derecho internacional.64 

En el caso spp v. Egipto la jurisdicción se fundamentó en la 
ley egipcia. El Tribunal rechazó el argumento de Egipto de que 
el consentimiento debía ser interpretado conforme a los princi-
pios de las leyes egipcias, así como también el argumento del 

60. SOIRWER, wilh M¡\lINTOPM; RrINISCII and SINC1.AIR, Ob. cit.. parrnfu 585, pp. 250 y 2S l. 
61. Vease supra Nola 48. 
62. ZbinwJIi DcveJopmcnl LId. RcpubJic orGI..'ore¡a (/eStD CasI..' No. ARBIOOII J, pams, 339-3-10, 
63. SUMlEZ ANZOREN¡\ sostiene que la existencia del consentimiento del Estado contenido en una Icy debe 

scr interpretada cunforme a los principios de intcrprctaci,in de las Icycs del correspondiente Estadu y 
una vez dctenninada la existencia de dicho conscntimienlo es que tcndrían un rol olros principios 
como el de la buena fe. estoppc1 y rcslas internacionales. Ob. di . (l. 79. 

64. CSOB v, Slovaki.1, Dccision on Jurisdielion, 24 May 1999. 5 lCSID RCport5 330. pam. 35. lnccy.'i.1 
Vallisoletana S.L. \'. Rcpublic of El Sa/l'ador (lCSID Casl' No. ARB/03126J, p:Ji.J. 163, 

REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAl E 393 



El Eslólldnr de '"h''1"dncióll A"licnlJh' ni COllswtil/lh'lIto y 
a su Revocaloria CII el Arllitrajl' de IlIwrsiollcs 

inversionista de que el acuerdo de arbitraje debía ser interpreta-
do conforme a las reglas de interpretación de los tratados.65 El 
Tribunal concluyó que aplicaría los principios generales de inter-
pretación de las leyes tomando en consideración, cuando resulta-
re apropiado, los principios esenciales de irtterpretación de los 
tratados y los principios del derecho internacional aplicables a la 
declaración de actos ullilateralcs.66 

En el caso Mobil v. Vellezuela el Tribunal hace un resumen 
muy preciso de las distintas posiciones adoptadas hasta ahora 
por los Tribunales CIADl: 

(i) En al menos cuatro casos, el asunto no fue resuelto clara-
mente. 

(ii) En SPP v. Egipto, el Tribunal decidió aplicar "principios 
generales de interpretación de la ley" tomando en cuen-
ta tanto "las normas pertinentes de interpretación de los 
tratados como los principios del derecho internacional 
aplicable a las declaraciones unilaterales". 

(iii) En CSOB v. República Eslovaca, el Tribunal optó por el 
derecho internacional sin ninguna reserva. 

(iv) En Z/¡illvali v. Georgia, el Tribunal optó por el derecho 
interno, "con sujeción en última instancia al derecho 
internacional" .67 

Cabe agregar que en el caso Mobil v. Vellezuela, el Tribunal 
asume que cuando el consentimiento del Estado está contenido 
en una ley nacional, se está en presencia de un acto u/lilateral 
cuya interpretación se rige por el derecho internacional, pero en 
la cual también se debe tener en cuenta el derecho domés-
tico para determinar la intención del Estado. También añade que 
aunque el derecho de los tratados codificado en la Convención 
de Viena no resulta aplicable a la interpretación de los actos uni-

65. SPP \'. Egypr. Dccision un Juristlicllon 11. Apnl 14. 19RK. paras.. 55·60. 
66. Ib,út.'m, parrafo 61 , 
67. Mobil CorporntlOn and otlK.'TS v. Uolivanan Republic of Venezuela (ICSID Case No ARD (07/27). 

Dedsion on Jurisdiclion (Junc 10.2010), para, K2 . 
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laterales, las disposiciones de dicha Convención podrían ser 
aplicables de manera analógica.68 

Esa singular metodología conduce a la mezcla de principios 
de interpretación de los tratados con el de las leyes y con los 
actos unilaterales, aún cuando también se reconoce que" el con-
sentimiellto perfeccionado ni es IIn tmtado ni tampoco es IIn simple 
contmto bajo el derecho doméstico, pero sí un acuerdo entre el Estado 
yel inversor basado ell un tmtado".69 

5.2 Reglas contractuales internacionales: 

Como bien se estableció en el caso Amco v. Indonesia: 

"Como en walquier otra cOllvencióll, el cOllvellio de arbitraje no 
debe ser interpretado de manera restrictiva, ni tampoco de hecho de 
manera extensiva o liberal. Debe ser interpretado de ulla manera 
que permita descubrir y respetar la illtellción comlÍn de las partes: 
este método de illterpretacióll no es silla la aplicacióll del prin-
cipio fUlldamental pacta SUllt serva/Ida, ell efecto, un principio 
comlÍll a todos los sistemas de derecho illtemo e illtemaciollal. 

Más alÍll, -y esto nuevamellte es 1m prillcipio general de dere-
cllO- cualquier cOllvellcióll, ille/uyendo los cOllvellios de arbitraje, 
debell ser illterpretados cOllforme a la buella fe, esto es, tomalldo ell 
cuellta las cOllsecuellcias de los compromisos de las partes que podí-
all cOllsiderarse razollable y legítimamellte previsibles"?O 

Numerosos laudos han aplicado los principios de interpre-
tación contractual basados en la bllella fe a los acuerdos de arbi-
traje en materia de inversiones?1 

68. Idem par.l. 96. 
69. Idem, párrafo 579, p. 249. Trnducción libre. 
70 Ameo Asi .. Corpor.Jtion tJnd otlJcrs v Rcpublic oflndllnt:s;a (lCSID Case No. ARO/S II/J, pl1r.J. I.J. 

Trnducción libre del ingles. 
71. Enlre olrus, Soc;¡}t¿ Ow:st AfriCilinr.: dL'S BélOns Industric/s v. S(..·ncgal (lCSID Case No. 

ARBI82'1 J. paros 4.08 y ss. Al respecto vease SCIIRcurR. with MAlINTOl'rI; R[INISCII and SINCtAIR. 
Ob. cit .. p;;¡ r.l 587·589. pp. 251 y 252. especialmente nola 802. 
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Pero hasta ahora nada se ha dicho, por ejemplo, de la aplicación 
del principio favor lIegotti (pro arbitraje) correspondiente al mante-
nimiento de la eficacia y validez de los actos jurídicos, o del princi-
pio cOlltra proferelltem de universal aceptación en el campo contrac-
tual, según el cual las dudas en la interpretación se resolverán en 
contra de quien haya redactado la cláusula o declaración.72 Si el 
Estado redactó una norma legal ambigua que genera dudas en 
cuanto a si contiene o no su consentimiento al arbitraje de inver-
siones, es claro bajo estos principios contractuales que dicha declara-
ción debe ser interpretada en su contra y a favor del arbitraje. 

Tan sólo la aplicación del principio contra proferentem 
podría generar conclusiones muy diversas a las que se llegaría, 
por ejemplo, si se aplican los principios de interpretación de 
las leyes, en la que se busca la "intención individual" del 
legislador y no la "intención común" de las partes. En la 
interpretación de la Ley, además de que no tiene cabida el 
principio cOlltra proferelltem, poco importa cómo los particula-
res o inversionistas entienden la norma legal. En cambio en la 
interpretación del contrato sí tiene importancia la conducta des-
plegada por las partes conforme a los principios de la bllena fe, 
seguridad y confianza, que comprenden la obligación de enterar 
a la otra parte de los elementos determinantes de su voluntad. 
Así por ejemplo, la conducta de un inversionista o grupo de 
inversionistas que envía al Estado una carta de aceptación 
de la supuesta oferta de arbitraje, y la conducta del Estado que 
no objeta esa creencia, deberían ser consideradas bajo las reglas 
de interpretación contractual como conductas que reflejan con-
juntamente la intención de las partes. En el campo de la interpre-
tación de las leyes esas conductas no son siquiera consideradas. 

Conclusiones muy diversas también se producirían si se 
aplica en lugar de las reglas contractuales, el estándar de inter-
12. Cuestión que sí ha sido aceptada en el eampo del arbitraje comercial. AOUU.AR. Fernando. "los efec-

los de la clausula arbilrnl y su inlcrprctación", en El Arbitrnjt' '"11 el P':I'Ü y en el mundo, Inslitulo 
Peruano de Arbitraje (2008), p. 2m!. Establece el articulo 40.3 del Anteproyecto del Código 
Europeo de Contr.uos de la Academia de Pavía: "Las dtiusuJas pn:parodas por uno de los 
eontr.Jlanles que no han sido objeto de trotat;wJs, se interprct:ln, en caso de dud:J. contro su :Jutor. 
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pretación de los actos unilaterales, puesto que estos suelen ser 
interpretados de manera restrictiva a favor del Estado que emite 
la declaración que lo compromete.73 

6. LA IRREVOCABILIDAD DE LA OFERTA DE ARBITRAJE 
COMO CONSECUENCIA DE LAS EXPECTATIVAS LEGÍTI-
MAS CREADAS EN LOS INVERSIONISTAS 

El carácter vinculante y la naturaleza irrevocable del acuerdo 
de arbitraje a la jurisdicción del CIADI es manifestación de la máxi· 
ma plletll SIH1t servnndll,74 Expresamente, el artículo 25 del Convenio 
CIADI establece que cllllndo llls pllrtes IIl1n dlldo Sil consentimiento, nin-
gunll pllrte puede retirar su consentimiento Illlilllteralmente,75 

Ahora bien, para determinar la revocabilidad o irrevocabili-
dad del consentimiento lmi/llteral al arbitraje CIADI expresado 
por el Estado, se hace necesario precisar ciertos aspectos y cir-
cunstancias relativos a la oferta de arbitraje que pueden gene-
rar cierta confusión. Por obvio que parezca, se debe tener daro 
que no es lo mismo interpretar la denuncia del Convenio CIADI, 
tratado que no implica per se consentimiento al arbitraje 
CIADI,76 que interpretar la revocatoria de una oferta de arbitra-
je contenida, bien en un TBI, o en una ley que sí contienen dicho 
consentimiento del Estado. Asimismo, no es igual interpretar la 
revocatoria de una oferta de arbitraje hecha en el marco de trata-
tivas privadas a un potencial inversionista determinado, que 
73. Nuclcur n'SIS· NclV Zculund v. Fr.:mCL'- Judgmcnl of 20 Dccember 1974, ICJ Reports 1974 pp. 472-

473 § 47; Anned uctivilies on the terrilory of Ihe Congo (New upplication. 2002), (Democratic 
Republic of the Congo v. Rwanda), ICJ Reports, 2006. p. 28, §49 nnd 50). Documcnt A/CNA/L-703 
duted 20 July 2006 - Guiding principies upplicablc lo unilateral dcclnr.uions orSlutes cnpable or creo 
ating legal obligations • § 1. 

74. SCIIREUl:R. wilh MALI/Io'TOM'I; RElNISCII and SINCLAIR. Ob. cit., párraros 598-599, pp. 254 Y 255. 
75. En el caso Aleoa Mincr.Jls of Jumu;cóJ, Ine. v. Jamu;c,1 (ICSID Case No. ARB17411J, Jamaica argu· 

mentó que antes de someterse la demanda al Centro. ya habia anunciado, conrorme al articulo 25(4) 
del Convenio, su voluntad de excluir las disputas relacionadas con recursos naturales. El tribunnl 
rechazó esta pretensión de Jl1maicn L'11 virtud de que para cI momento de dicha notificación ya había 
otorgado el consentimiento al Centro en d controlo de in .... ersiones suscrito entre las panl..'S. 

76. y que ademus contiene una serie de nonnüs (Arts. 70. 71 Y 72) que regulan su denuncia para que ésta 
sea legítima. 
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interpretar la revocatoria de una oferta de arbitraje pública que 
se ha hecho en una ley para "promover" y supuestamente "pro-
teger" inversiones extranjeras en general. A diferencia del caso 
privado, en el caso de la oferta pública se han podido generar 
expectativas legítimas en los inversionistas que efectivamente 
realizaron esas inversiones. De igual modo, habría que distin-
guir y admitir la posibilidad legítima que tendría un Estado de 
retirar la oferta pública de arbitraje a aquellos destinatarios de la 
oferta que aún no han realizado sus inversiones en el país, pues-
to que es de suponer que todavía no han depositado su confian-
za ni expectativas legítimas conforme a dicha oferta.77 

De allí que nos parece incorrecto generalizar y sostener que 
una oferta de arbitraje sólo se hace irrevocable cuando es acep-
tada. Del mismo modo nos parece incorrecto generalizar y soste-
ner que una oferta de arbitraje hecha por un Estado configura 
siempre una obligación internacional irrevocable independiente-
mente de que no haya sido aceptada. . 

Tal y como ocurre en el campo contractual, lo que hace 
en definitiva revocable o irrevocable al consentimiento unilateral 
del Estado al arbitraje CIAD! es los términos de la propia oferta. 
Será irrevocable la oferta si ha generado expectativas legítimas 
en los inversionistas quienes podían razonablemente deposi-
tar su confianza y considerar que la oferta era irrevocable una vez 
realizada su inversión. Una misma revocatoria podría ser arbitra-
ria y, por ende, ineficaz para los inversores que realizaron sus 
inversiones conforme a una ley de promoción y protección de 
inversiones que contiene dicha oferta y ser legítima y válida para 
los futuros inversionistas que para el momento de la revoca-
toria aún no habían realizado sus inversiones. Aún más, una 
misma revocatoria podría ser arbitraria con relación a las inver-
siones realizadas por un determinado inversionista antes de la 

77_ El Convenio de Viena distingue cntre retiro (",itbúl'01u-:s1) y revoc31Oria (remc;,rion)_ A difcrcncia de 
la revocatoria, el retiro se da cuando la oferta todavin no ha llegado a su dcstínaturio. y por ende no 
ha alcanzado efectividad ni tampoco ha generado una situaci6n jurídica de confianza_ Veasc 0112 · 
PICAZO. Ob_ cit.. pp, 294 Y 295, 
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revocatoria de la oferta y ser válida para las futuras y nuevas 
inversiones que realice ese mismo inversionista. 

6.1 Denuncia del Convenio CIADI 

Como antes indicamos,7B el Convenio CIADI no contiene 
oferta alguna de arbitraje y su denuncia está expresamente regu-
lada en su texto. De manera que la denuncia per se mal puede 
configurar una revocatoria del consentimiento del Estado al 
arbitraje CIADI. Las dudas que plantea la denuncia y que han 
sido objeto de debate se centran en los efectos que causa sobre 
los TBIs y leyes que contienen ofertas de arbitraje. En este senti-
do, la mayoría de los autores señala que la denuncia del 
Convenio CIADI, como legítimo derecho del Estado miembro, 
no afecta la vigencia de las ofertas contenidas en los TBIs, 
pues éstos son tratados autónomos e independientes y, como 
tales, tienen su propia regulación.79 

Consideramos que lo único que pretende el artículo 72 del 
Convenio CIADI es precisamente salvaguardarlos derechos y 
obligaciones nacidos con anterioridad a la denuncia. Este princi-
pio además está recogido en la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, la cual establece que la terminación de 
un tratado no afecta los derechos, obligaciones o situaciones jurí-
dicas creadas antes de su terminación. so 
78. Supra capitulo L 
79. Al respecto vcase GAILl ARD, EmmanueL Tllc.' Dcnunciation oflhc ICSID COnl'Cnl;On, N,V,LJ. 26 

JUNr 2007, VOlLMt 237. N6 122. NOLAN Michacl ANO SOURGENS EG .. "111e Interplay Bctwccn Stnte 
Consentto ICSID Arbitration and Dcnunciation oftlle ICSID Convention: Thc (Possible) Venezuela 
Case StUt.ly", EN , TDM. Provisionallssuc, Scplcmbcr 2007. ESCOllAR. Alejandro. "Bolivia Exposcs 
Critical Date Ambiguity, En: Global Arbitration Rcview, 11.2001. MAN"rllLA SeRRANO. Fernando; La 
denurn::ia de la Convención de Washington. ¡ impide el r(.'Curso al CIAD!'! Revista Peruana de 
Arbitr.¡je N- 6. 2008, p. 211. GARIIIAlDl, Osear, On lIJe Denunciul;on ()f die lCSID COnl'cnt;on. 
Consenl lo ICSIDJurisdictwn, ,md lhe Limits ofllle.' Contraet Amllogy, TOM, marzo 2009, Vol , 6. " 
01. En contra: SCIIRCI.,;[R. with MAUNTorrl: RUNISCII and SINC'LAIR. Ob. cit.. pp. 1279 Y ss . 

80. Convención de Viena Ans . 70 (1) Y 70 (2), Cube advertir que la Convención de Viena teóricamente 
no resulta aplicable al Convenio CIADI. porque su artículo 4 establece que sólo se aplieu a los trata· 
dos celebrados despues de su entradu en vigencia. El Convenio CIADI entró en vigencia en 1966 y 
la Convención de Viena en 1980 Asimismo, cabe ndvcnir que Bolivia, Nicaragua y Venezuela 
no son miembros de esta Convención Sin embargo, dtcl1.1 Convención (.'5 como codifica· 
ción del Dcn.'ChD Internacional Consuetudinario. 
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Cabe precisar que el Convenio CIADI n priori no otorga a los 
inversionistas derecho alguno a la jurisdicción del CIAD!, ni 
tampoco el Estado asume obligación alguna de ofrecer arbitraje 
internacional a los inversionistas. Es el propio Estado miembro 
el que luego abre esa posibilidad a través de la celebración inme-
diata y directa, o progresiva e indirecta, del acuerdo de arbitra-
je.SI 

El acuerdo de voluntades entre el Estado y el inversionista 
pudiera no estar perfeccionado para la fecha efectiva de la termi-
nación del Convenio CIAD!, pero ello no impide que la obliga-
ción bilateral de un Estado de ofrecer arbitraje CIADI a los nacio-
nales del otro Estado sea válida y efectiva entre dichos Estados. 
La vigencia de la obligación bilateral (Estado-Estado), que sí se 
ha perfeccionado antes de la denuncia del Convenio CIADI, 
queda amparada por el propio texto del artículo 72, que desvir-
túa el carácter accesorio de los TBIs. 

De allí que las obligaciones y derechos establecidos en un 
TBI, asumidos por un Estado frente a otro, y particularmen-
te el ofrecimiento de arbitraje a la jurisdicción del CIADI a los 
nacionales del otro Estado (terceros beneficiarios), no podrían, 
en principio y salvo pacto en contrario, verse afectados por el 
simple hecho de que uno de los Estados miembro de dicho TBI 
resuelva denunciar otro tratado independiente como lo es el 
Convenio CIAD!. 

6.2 Denuncia de un TBI 

Similar resultado se produciría con un TBI que es denuncia-
do, pues la generalidad de éstos establece que su vigencia se 
extenderá por un período de 10 o 15 años para las inversiones 
realizadas antes de la denuncia. De manera que serían los futu-
ros inversionistas los verdaderos afectados por dicha denuncia, 
81 . Distinta es la silU::tcion de los Estados miembros que cicrtamcnlc asumen (nln.: sí obligaciones ¡nler. 

naciunak'S desde el mismo momcnlu en que ratifican e11r.Jlado, bien sea \:slc bilateral u mullll:ueml. 
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ya que es de suponer que ninguna expectativa legítima se ha 
generado en ellos. Ahora bien, una eventual reforma del TBI 
para revocar la oferta de arbitraje en él contenida, o una declara-
toria de inconstitucionalidad del tratado quedaría sujeta a los 
mismos principios de la revocatoria arbitraria aplicable a las 
leyes y que a continuación explicamos. 

6.3 Revocatoria de la oferta de arbitraje contenida en una 
ley 

La oferta de arbitraje es irrevocable aunque no haya una 
declaración expresa de ello, ni un plazo fijo para la aceptación de 
ésta, cuando el inversionista podía razonablemente pensar que 
la oferta era firme y ha confiado en ella para realizar sus inver-
siones. Como bien señala PAULSSON, "El respeto por las expectati-
vas legítimas y preestablecidas es uu requisito esencial para la 
sanidad de las relaciones internacionales" .82 

El principio de confianza legítima es considerado moderna-
mente como uno de los principios no sólo del derecho interna-
cional sino también de la actividad administrativa que obliga a 
la Administración Pública a actuar con base a la buena fe en un 
marco de seguridad jurídica y a cumplir con las legítimas expec-
tativas que genera en los administrados con su actuación.83 El 
principio de la buena fe no sólo es el fundamento de los princi-
pios de los actos propios y el estoppel, sino también de las reglas 
universales de la interpretación e integración de los contra-
tos, las cuales establecen la irrevocabilidad de la oferta en los 
casos antes aludidos. 

82. PAUlSSON, Jan. "El podcr de los Estados para hacer promesas significalivas a los extranjeros". En: 
TDM, September 2008. p. 21. 

S3. En este sentido. véase RONDÓN DE SANSÓ, Hildegard , El Principio de Confianza Legitima o 
Expectativa Plausible en el Derecho Venezolano. Editorial Ex Libris. Caracas. 2002. GONzAlEZ 
PI'iRrz, Jesus. "El Principio Gencr.ll de la Buena Fe en el Derecho Administrativo", 2<> Edición, 
Editorial Civilas. Madrid. 1989. Asimismo, GAltCIA LUENGO. Javier. El principio de protección de la 
confianza en el Derecho Administrativo. Editorial Civitas. Madrid. 2002. 

REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 401 



El Estdlldnr de llllt.'rJlrl'lncióll Aplicable nI GmSt'lItillJh',1I0 y 
n Sil Rt11O('ntorin cu d Arúitrnjt' de '"vcrs;ollt'S 

En definitiva, la revocatoria del consentimiento unilateral 
del Estado se produce de manera arbitraria y, por ende, resulta 
ineficaz cuando ese ofrecimiento generó en los inversionistas 
una confianza legítima para realizar sus inversiones. 
Difícilmente puede un Estado sostener que una ley que tiene 
por finalidad promover la captación de inversiones extranjeras y 
brindar a éstas protección mediante el ofrecimiento del arbitra-
je internacional, no generó expectativas legítimas en los inver-
sionistas extranjeros que efectivamente realizaron sus inversio-
nes antes de la revocatoria de dicha oferta. 

De allí que sostenemos que la pretendida revocatoria de la 
oferta de arbitraje contenida en el artículo 22 de la Ley de 
Inversiones venezolana a través de la referida sentencia N° 1541 
del Tribunal Supremo de Justicia es claramente arbitraria e inefi-
caz para todos aquellos inversionistas que antes de la publica-
ción de dicha sentencia realizaron sus inversiones en Venezuela. 
Para las inversiones que se realizan con posterioridad a la publi-
cación de dicha sentencia, el asunto se hace mucho más compli-
cado y discutible. A favor de la ineficacia de la revocatoria en 
estos casos gravitan dos razones de peso: i) el artículo 22 no 
ha sido derogado, y ii) la interpretación realizada por el Tribunal 
Supremo de Justicia venezolano no es vinculante para los tribu-
nales del CIADI, tal y como la propia sentencia lo reconoce. No 
obstante, a favor de la eficacia de la revocatoria para los nuevos 
inversionistas destaca el hecho de que ciertamente le resultará 
más difícil a éstos demostrar la confianza generada por esa 
norma luego de la publicación en Gaceta Oficial de la referida 
interpretación por parte del Tribunal Supremo de Justicia84 y de 
la publicación del laudo en el caso Mobil v. Venezl/ela. 

Claro está que si los sucesivos laudos arbitrales del CIADI 
se pronuncian a favor de la tesis de que el artículo 22 contiene 
efectivamente una oferta de arbitraje, el asunto se vuelve a 
revertir. 
84_ [sta decisión fue publiCóloo en la Gaccla OfiCial de la RCpUblica BolivariDIlil oc VcnL"7.\u:la N" 39 055 

del 10 de noviembre de :!O08. 
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7. CONCLUSIONES 

1.- Ni la doctrina ni las decisiones de los Tribunales CIADI 
han sido uniformes en cuanto al estándar de interpreta-
ción del consentimiento al arbitraje de inversiones. 

2.- Poca importancia se le ha dado al hecho de que en 
los arbitrajes de inversiones, el acuerdo de arbitraje 
también configura un contrato que es autónomo e inde-
pendiente del instrumento que lo contiene total o parcial-
mente. 

3.- No nos luce acertado sostener que cuando el consenti-
miento del Estado está contenido en un tratado "pare-
ciera obvia la aplicación de los principios de interpretación 
de los tratados," y cuando está contenido en una ley 
nacional, resultan aplicables las reglas de interpretación 
de los actos unilaterales o las reglas de interpretación de 
las leyes. En todos los casos se está en presencia de un 
contrato de arbitraje o de un posible contrato de arbitra-
je, independiente y autónomo del documento que contie-
ne dicho consentimiento. 

4.- La manifestación o documentación del consentimiento 
unilateral del Estado en un tratado, en una ley o incluso 
en un instrumento privado no altera su naturaleza de 
acto jurídico que incorpora una manifestación de volun-
tad destinada a formar un acuerdo de arbitraje. La docu-
mentación del acto mal puede ser confundida con el acto 
en sí. 

5.- Cuando la disputa ya se encuentra registrada ante el 
CIADI es de suponer que el inversor aceptó la oferta de 
arbitraje y al menos prima Jacie se está en presencia 
no ya de una oferta unilateral, sino de un acuerdo de 
arbitraje que contiene ambos consentimientos. Los 
Tribunales CIADI mal pueden interpretar aisladamente 

REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 403 



El Eslñlldar de 1Iltc'Im..'taciólI Aplícablc al COllscutilllkl/to y 
n Sil Revocatoria tl/ d Arbitraje de IIIVCrsiolll'S 

los actos u ofertas unilaterales de los Estados. Sólo 
pueden interpretar éstos cuando han sido previamente 
aceptados por los inversionistas. 

6.- La aplicación de reglas o principios internacionales de 
interpretación de los contratos como estándar de inter-
pretación del consentimiento en el arbitraje de inversio-
nes tiene trascendentales consecuencias. Aplicar el prin-
cipio contra proferentem a las manifestaciones ambiguas 
de los Estados podría generar conclusiones muy diver-
sas a las que se llegaría, por ejemplo, si se aplican los 
principios de interpretación de las leyes, tratados o las 
reglas de interpretación de los actos unilaterales. 

7.- Consideramos incorrecto generalizar y sostener que una 
oferta de arbitraje sólo se hace irrevocable cuando es 
aceptada. Del mismo modo nos parece incorrecto gene-
ralizar y sostener que una oferta de arbitraje hecha por 
un Estado configura siempre una obligación internacio-
nal irrevocable independientemente de que no haya sido 
aceptada. Tal y como ocurre en el campo contractual, lo 
que hace en definitiva revocable o irrevocable al consen-
timiento unilateral del Estado al arbitraje CIAD! es las 
expectativas legítimas creadas en los inversionistas por 
los términos de la propia oferta. En consecuencia, una 
misma revocatoria podría ser arbitraria y por ende inefi-
caz para los inversores que realizaron sus inversiones 
conforme a una ley de promoción y protección de inver-
siones que contiene dicha oferta, y ser legítima y válida 
para los fl/turos inversionistas que para el momento de la 
revocatoria aún no habían realizado sus inversiones. 

8.- Pareciera que las denuncias del Convenio CIADI por 
parte de los gobiernos de Bolivia y Ecuador, así como 
la eventual revocatoria de la oferta de arbitraje con-
tenida en la Ley de Inversiones de Venezuela, y las even-
tuales denuncias de los TBIs celebrados por dichos 
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Estados, no evitarán que en los próximos 10 o 15 años, 
como mínimo, se sigan registrando demandas ante el 
CIADI en su contra. Y es que las expectativas legítimas 
sembradas de manera libre y soberana mal pueden des-
aparecer de un día para otro por un cambio de políticas 
económicas del gobierno de tumo. 
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